Radicación No: 66001-31-04-001-2015-00577-01
Nelson E. Arboleda vs. Empresa de Aseo de Pereira S.A. E.S.P. y Municipio de Pereira

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en el audio que reposa en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:


Sentencia de Segunda Instancia, jueves 22 de junio de 2017.

Proceso: 



Ordinario Laboral – Revoca parcialmente fallo que accedió a las pretensiones
Radicación No: 
 

66001-31-04-001-2015-00577-01
Demandante:                    

Nelson Enrique Arboleda Hernández           
Demandado:            

Empresa de Aseo de Pereira S.A. E.S.P. y Municipio de Pereira.  
Juzgado de origen:        

Cuarto Laboral del Circuito de Pereira.
Magistrado Ponente:      

Francisco Javier Tamayo Tabares.
Tema a tratar:                
Principio de la primacía de la realidad sobre las formas, contrato de trabajo a término indefinido y el artículo 140 del C.S.T. El citado principio, no tiene el alcance de unir periodos no laborados, para predicarse en su conjunto la existencia de un contrato a término indefinido. No obstante, en lo que si acierta el recurrente, es cuando afirma, que a la demandada no le asistió motivo legal alguno para concluir definitivamente el nexo laboral, sin el reconocimiento de la indemnización correspondiente, puesto que por sabido se tiene, que declarado como se declaró la existencia del contrato de trabajo, la forma de su terminación está reglada por la ley laboral, aspecto que desconoció la a-quo. En efecto, sobre ese particular se han establecidos unos modos de terminación del contrato de trabajo, definidos en el artículo 61 del C.S.T., al igual que unas justas causas, tanto por parte del empleador, como por parte del trabajador, descritas en el artículo 7 del Decreto 2351 de 1965, incorporadas en los artículos 62 y 63 (lit. h. 61) de la obra sustantiva laboral.
En Pereira, hoy jueves veintidós   (22) de junio  de dos mil diecisiete (2017), siendo las ( 7:30 a.m.) las magistradas y el magistrado ponente de la sala de decisión 3 de la Sala Laboral del Tribunal de Pereira, declaran formalmente abierto el acto, para desatar el recurso de apelación interpuesto por ambas partes, en contra de la sentencia proferida el 8 de julio de 2016 por el Juzgado  Cuarto Laboral del Circuito de Pereira, Risaralda, dentro del proceso ordinario promovido por Nelson Enrique Arboleda Hernández, en contra de Empresa de Aseo de Pereira S.A. E.S.P. y Municipio de Pereira     
 
IDENTIFICACIÓN DE LOS PRESENTES:

I- INTRODUCCIÓN
El demandante enfoca sus pretensiones, en orden a que, tras se declare: (i) la existencia de un contrato de trabajo a término indefinido entre él y la empresa de Aseo de Pereira, (ii) que el despido fulminado al demandante fue injusto, se condene a: (iii) la indemnización por despido injustificado, (iv) el reconocimiento de auxilio de cesantías, intereses y sanción por no pago de estos y sobre las cesantías, prima de servicios, vacaciones, (v) auxilio de transporte, (vi) calzado y vestido de labor, (vii) salarios de los días no laborados por orden de la entidad demandada, (viii) indemnización moratoria, (ix) reintegro de valores cancelados por aportes a pensión, EPS y ARL.

Funda las preinsertas súplicas en torno a los servicios prestados en el parque temático, a término indefinido del (i) 6 de marzo de 2013 al 5 del mismo mes de 2014, y (ii) del día siguiente hasta el 22 de noviembre de 2014; en el mantenimiento de zonas verdes y jardinería, muros de tierra, entre otros, con herramientas de la empresa de aseo; que recibió órdenes directamente del técnico de campo, Eduardo Osorio, de lunes a viernes de 7 a 12 m. y de 1 a 5 p.m., sábados de 7 a 12 m., con un salario mensual, tomando el valor del contrato, mes a mes; que asumió el pago de la seguridad social, y una póliza de seguro de cumplimiento; que al suscribir cuatro (4) contratos, hubo días que no se laboraban, entre la finalización del anterior y la suscripción del siguiente; que a la finalización del contrato, por comunicación de la empresa el 22 de noviembre de 2014, se le dejaron de cancelar los rubros solicitados; y que el Municipio de Pereira es garante, dado que el 100% de las acciones de la empleadora son del sector público.

La empresa de Aseo de Pereira S.A. E.S.P., se opuso a las pretensiones. Replicó a unos hechos acerca de la certeza del vínculo con el demandante, pero bajo la modalidad administrativa de prestación de servicios, en cuatro (4) ocasiones, cancelados con actas parciales de avance; negó la subordinación, dado que en su lugar, se presentó la coordinación de actividades necesarias y eficientes; negó que la empresa hubiera terminado el contrato unilateral e injustamente, pues, cada contrato tenía fecha de inicio y finalización. Propuso las excepciones: cobro de lo no debido, inexistencia de la obligación, y del pago de salarios y prestaciones (fl.103 y ss).

El Municipio de Pereira, se opuso, igualmente, a las pretensiones, aceptó el contenido de la documental, pero negó haber sostenido vínculo alguno con el actor. Propuso las excepciones: falta de legitimación en la causa por pasiva, inexistencia de la obligación y cobro de lo no debido (fls. 79 y ss)

La jueza de la instancia precedente, accedió parcialmente a las pretensiones, en la medida en que declaró la existencia de cuatro contratos de trabajo, al reconocimiento de prestaciones sociales, vacaciones, reintegro de lo pagado de más por aportes a la seguridad social. Negó las indemnizaciones por despido injusto y moratoria, absolvió al Municipio de Pereira, y condenó en un 70% en costas en contra de la empresa de aseo y en pro del demandante, y a éste a favor del Municipio de Pereira.

En su motiva, estimó que el demandante era un trabajador, en virtud al principio de la primacía de la realidad sobre las formas; que con arreglo al artículo 41 de la Ley 142 de 1994, se le aplica el código sustantivo de trabajo, en la medida en que la empresa de aseo de Pereira, es una sociedad por acciones. Al repasar los ejemplares de contratos civiles de prestación de servicios, advirtió en ellos la existencia de la subordinación, para ello se detuvo en la cláusula segunda, con base en la cual la empresa de aseo podía impartir órdenes, exigir horario, tal cual lo corroboró con la deponencia de Eduardo Osorio, quien fungiera como jefe de campo, con arreglo al cual el demandante carecía de autonomía, requería de permiso para ausentarse, que a él se le entregaban los materiales e insumos para desarrollar las labores, lo cual también se puso de manifiesto con la versión de Cristian Camilo Malagón Fajardo, libre de sospecha, pues, la misma la calificó de creíble, caso distinto a la brindada por José Everth Fierroz;
Que no obstante que los contratos de trabajo fueron a término indefinido, estos ofrecieron interrupciones de 15, 30 o 60 días, por lo que desestimó tanto la relación única, como el pago de salarios en esos interregnos, en los cuales el trabajador quedaba libre para ofrecer su mano de obra a otros concesionarios, mientras volvía a ser reenganchado, por lo que la empresa no tuvo culpa de que el actor quedara cesante, y además disponible a otros empleadores, dado que requería la aprobación de una nueva disponibilidad presupuestal para reincorporar al demandante. No fulminó condena indemnizatoria por la terminación del contrato, como quiera que la finalización de cada uno obedeció al acuerdo de las partes, y que al final no fue llamado a suscribir un nuevo ejemplar del contrato de prestación de servicios, sin que esto acarree el pago de indemnización alguna. No advirtió en el empleador mala fe a la finalización del vínculo, dado que este fue por temporadas, a conciencia del demandante, quien en desarrollo de la relación no mostró inconformidad por la manera como se le enganchaba a trabajar cada vez que se contaba con disponibilidad presupuestal, aunado a que su vinculación obedecía a un plan social acordado con la comunidad vecina del sector del parque, según lo pudo percibir la falladora en otros eventos similares. 
No halló configurada la solidaridad del Municipio de Pereira, en la medida en que si bien era cierto que tenía acciones en la empresa de aseo, la conformación accionaria de ésta, no permitía que se hablara de una sociedad en consideración a sus socios o personas, luego no se cumplía el mandato legal de la solidaridad. 
Contra el mentado fallo se alzó el demandante, el cual se duele del hecho de no haberse reconocido el pago de los días no laborados mientras se firmara el contrato de prestación civil de servicios siguiente, pues, no obstante el cese, el trabajador debía cumplir con el pago de los aportes a la seguridad social. Reprochó la falta de indemnización por despido injusto, como quiera que en su sentir no militó una justa causa para esa determinación, y por cuanto se tomaron en cuenta las fechas de un contrato de prestación de servicios que no existió. Puso de presente la mala fe de la empleadora, puesto, que dadas las circunstancias de la relación ésta encajaba en un contrato de trabajo, sin embargo, persistió en la citada contratación ajena a la realidad, por la que es merecedora de la condena a la indemnización moratoria.
Por su lado, la empresa de aseo accionada, mostró inconformidad en su alzada, al haberse declarado la existencia de los contratos laborales y pagos por prestaciones sociales y reintegros por aportes a la seguridad social. Con cita de pasajes del Consejo de Estado, anotó que el cumplimiento de horarios no probaba por sí sola la subordinación, puesto que, los horarios son también, referentes de la coordinación de tareas para que se logren los objetivos y metas trazados. 
Alegatos en esta instancia: 

Problemas jurídicos: 
¿Las actividades simples como las desarrolladas por el demandante, justificaron en la realidad la elaboración de contratos civiles de prestación de servicios y no de contratos laborales?. ¿Hay lugar a remuneración durante los lapsos no laborados, mientras se suscribía un nuevo contrato civil de prestación de servicios, a la espera de la suscripción del siguiente?. ¿Se produjo el despido injusto bajo el supuesto de que existió un contrato a término indefinido?. ¿En estos términos hay lugar a la indemnización moratoria?. 
Consideraciones
I- Consolidados los elementos esenciales del contrato de trabajo, en el artículo 23 del CST, prestación del servicio, subordinación y salario, el mismo legislador, ha creado herramientas jurídicas en aras de complementar la protección del derecho al trabajo, tal como sucede, v,gr. con la presunción de asumirse la presencia de dicha figura contractual, por la mera comprobación de la prestación del servicio, invirtiendo la carga de la prueba al demandado, en orden a desvirtuar  la subordinación (art. 24 ibídem).

También por la vía del principio constitucional de la primacía de la realidad sobre las formalidades establecidas por las partes (art. 53 superior), habilita al juez (a) laboral, descorrer el velo de la apariencia de la contratación celebrada por las partes, a fin de exteriorizar la realidad del contrato de trabajo que subyace a esa mera apariencia, en un caso determinado.
II- Tal cual lo apreció la a-quo, la entidad de servicios públicos, por ser una sociedad por acciones y no una empresa industrial y comercial, el código sustantivo del trabajo, se aplica en relación con sus servidores conforme lo dispone el artículo 41 en armonía del 17 de la Ley 142 de 1994. 

En el evento de esta litis, se parte de la suscripción de cuatro (4) contratos de prestación de servicios, con duración desde una fecha cierta y por un lapso determinado en meses, o meses y días, por valores que oscilaban entre 2 y 5 millones de pesos, con el objeto de que el contratista desplegara su idoneidad y experiencia en la realización de las actividades de manteamiento de zonas verdes y jardinería en el Municipio de Pereira, para lo cual el demandante debía: 

(i) Recibir y atender las órdenes de trabajo del técnico del campo; (ii) Monitorear y controlar la hormiga arriera al interior del parque y el área perimetral; (iii) Aplicar plaguicidas químicos y biológicos; (iv) Resiembras en campo; (v) Trasplantes de materiales a bolsas y/o canecas plásticas de mayor tamaño en vivero; (vi) Riego con estacionaria o con regadera manual; (vii) Plateos manuales en árboles y plantas de cerramientos; (viii) Deshojes sanitarios; (ix) Limpieza de malezas; (x) abonamiento edáfico; (xi) Tutorado de árboles; (xii) elaboración de zanjas y drenajes; (xiii) Mantenimiento de canales; (xiv) Manejo de malezas con herbicidas; (xv) ejecución de labores agronómicas; y (xvi) Atender y dar cumplimiento a las disposiciones preventivas en el manejo adecuado de agroquímicos y biológicos en el PTFFP  (fls. 18, 22, 26 vto y 30).
Adicionalmente, militan las exposiciones de los señores Eduardo Osorio y Cristian Camilo Malagón Fajardo, el primero, justamente quien en su condición de jefe técnico de campo, le impartía las órdenes respectivas, y el segundo, como compañero de labores de aquel, fue referente válido de la subordinación a que estaba sometido Arboleda Hernández, en todo momento, ya por las órdenes que recibía, ora por el cumplimiento de jornadas y horarios, permisos, etc.
III- La parte demandada se resistió al reconocimiento de la existencia de los contratos de trabajo, toda vez que en su sentir el actor prestó servicios de manera independiente, sin que el cumplimiento de horarios, indique que inexorablemente lo fuera de manera subordinada.     

Adoctrinado se tiene, que la suscripción de contratos de prestación de servicios, con el objeto que se consignó anteladamente, no es suficiente para desechar la existencia del vínculo laboral reclamado por el actor, habida cuenta que no es la forma convenida por escrito la que determinará en últimas la presencia del contrato celebrado, sino la manera como en la realidad se haya ejecutado. 
Lo trascendente al momento de definir si se puso de manifiesto o no la presencia de la trilogía de elementos esenciales o estructurantes del contrato de trabajo, es lo que, a la luz de la probanza incorporada al plenario, resulte del seguimiento en torno a la manera como se ejecutó o desarrolló lo inicialmente pactado. Labor en la que deberá primar dicha observación y no la denominación o el clausulado inserto en el documento encaminado, muchas veces, a dar nacimiento a otro tipo de convención, cual es lo que reclama el artículo 53 superior, en virtud del principio de la primacía de la realidad sobre las formalidades impuestas por las partes en sus actos.

 Son pues, generalmente los testimonios los que le traerán al dispensador de justicia los elementos de tal observación o seguimiento a fin de generarle la convicción requerida acerca de la realidad ofrecida al interior de la relación. Desde luego, que en tal verificación se percibe que tales labores se tratan de oficios de bajo perfil, según se pactaron en la cláusula segunda.

Dichos perfiles, se oponen a las exigencias, de otro tipo de actividades que de suyo requieren conocimientos especializados, como lo manda el artículo 32-3 del estatuto de la contratación administrativa (L.80 de 1993) para la celebración del contrato de prestación de servicios. Y si bien la insuficiencia del personal de planta justificaría a voces del comentado estatuto, la contratación de personas naturales para la realización de una labor determinada, ello no habilita a la administración para que ejecute el contrato bajo los parámetros de la subordinación, cual si se tratara de un contrato de trabajo.

Obvio, que en el presente asunto cualquier lógica del pensamiento que se le quiera aplicar concluiría inexorablemente a que las labores asignadas al demandante, no eran las propias de una persona que requiriera conocimientos especializados para justificar el contrato de prestación de servicios que se confeccionaron con el demandante. La cláusula segunda, da cuenta del sometimiento de labores empíricas en actividades primarias, tales como: (i) Monitorear y controlar la hormiga arriera; (ii) Aplicar plaguicidas químicos y bilógicos; (iii) Resembrar, trasplantar materiales, regar manualmente, platear árboles, encerrarlos, deshojar, limpiar malezas, abonar; hacer zanjas y drenajes, etc. 
 Adicionalmente, las dos declaraciones vertidas en este pleito, son contestes en dejar en claro la presencia de la subordinación, reflejada en las jornadas, horarios y turnos que debía cumplir Arboleda Hernández, así como en el sometimiento de éste a su superior, el jefe de planta, encargado de dar las órdenes e instrucciones.

De tal suerte, que no es aisladamente el cumplimiento de jornadas y horarios, lo importante a considerar en estos eventos para deducir la existencia o no del contrato de trabajo, como lo planteó la censura, sino también, los demás elementos traídos a colación en precedencia, los que en conjunto, permiten arribar a la misma conclusión a la que llegara la primera instancia, motivo por el cual el recurso de la accionada no sale avante.
IV- En relación con la alzada del demandante, ningún reparo ofreció en cuanto al fraccionamiento de los 4 contratos de trabajo, dispuesto por la a-quo, tal cual se refleja en la prueba incorporada al plenario, reforzada con la propia expresión del actor, de la entidad demandada, y los declarantes traídos al proceso, al unísono de los cuales el vínculo no fue único, esto es, sin solución de continuidad, puesto que se ofrecían lapsos dentro de los cuales no se prestaba el servicio, entre la finalización de unos y el comienzo de otros.  
El primer ataque, por lo tanto, se centra en el derecho, que según la censura, le asiste a devengar el salario, por los días no laborados entre la finalización de un periodo y el comienzo del siguiente, atribuido el hecho a la culpa de la empleadora, pues, en el entretanto, el demandante seguía cancelando el deber de sufragar ante la seguridad social, por iniciativa de la propia entidad a la espera de la suscripción de un nuevo contrato de prestación de servicios.

Reza el artículo 140 del C.S.T., que durante la vigencia del contrato el trabajador tiene derecho a percibir el salario, aun cuando no haya prestado el servicio por disposición o culpa del empleador. Justamente, sí el contrato estaba vigente o no, en los días que se reclaman los salarios,  responde uno de los extremos de la decisión, en la que se dispuso el fraccionamiento de 4 tramos laborales así: (i) del 6 de marzo al 5 de agosto de 2013, (ii) del 9 de septiembre hasta el 31 de diciembre de 2013, (iii) del 22 de enero hasta el 21 de junio de 2014 y (iv) del 22 de septiembre al 21 de noviembre de 2014. 

Tal decisión no fue combatida en el recurso, pese a que en la demanda se solicitó la declaración de un único contrato de trabajo a término indefinido, dividida inexplicablemente para el pago de prestaciones sociales: (i) del 6 de marzo de 2013 al 5 de marzo de 2014 y (ii) del 6 de marzo al 22 de noviembre de 2014. 

Al no atacarse ese extremo del litigio, naturalmente, los tiempos reclamados como salarios, quedaron por fuera de la vigencia contractual declarada judicialmente, por lo que no habría lugar a su estudio, puesto que fallaría el primer presupuesto de tal aspiración, cuál era la vigencia contractual, y sin que ninguna incidencia tenga el hecho de las cotizaciones a la seguridad social durante esos lapsos cesantes, como quiera que ello obedeció a la afiliación como independiente, lo que naturalmente redundó en beneficio del propio afiliado.

Los salarios reclamados son a saber: (i) 34 y 22 días de 2013 y (ii) 90 días de 2014. No sale avante esta parte del recurso.
V- El argumento del contrato a término indefinido viene a resaltarse, en el recurso, en lo atinente a la indemnización por despido injusto, lo que entonces permitiría a la Sala, concluir, que si con ese argumento tras solicitar dicha indemnización, persigue que se unieran esos cuatro periodos, en orden a predicar de que se trataba de un sólo contrato a término indefinido, no habría lugar a la susodicha declaración, en la medida en que la realidad ofrecida en el sub-lite, fue que en esos: 34 y 22 días de 2013, y 90 de 2014, el demandante no desplegó actividad alguna a favor de la demandada, en orden a poder enarbolar el principio de la primacía de la realidad sobre las formas establecida por las partes (art. 53 superior). 

Y si la accionada faltó al compromiso de que la relación se desenvolviera sin solución de continuidad, o que los vacíos o interregnos fueran menores, lo que habría lugar era al reclamo de la indemnización por terminación injusta, cada vez que no se hubiera honrado ese compromiso, que se itera no aparece plasmado en la documental traída al plenario, ni en la prueba de declaraciones recaudada en el mismo; aunado a que de esa manera no se pidió la indemnización de que se trata, ni siquiera como contrato de duración definida o fija.

VI- Por consiguiente, el principio de la primacía de la realidad sobre las formas, no tiene el alcance de unir periodos no laborados, para predicarse en su conjunto la existencia de un contrato a término indefinido. No obstante, en lo que si acierta el recurrente, es cuando afirma, que a la demandada no le asistió motivo legal alguno para concluir definitivamente el nexo laboral, sin el reconocimiento de la indemnización correspondiente, puesto que por sabido se tiene, que declarado como se declaró la existencia del contrato de trabajo, la forma de su terminación está reglada por la ley laboral, aspecto que desconoció la a-quo.

En efecto, sobre ese particular se han establecidos unos modos de terminación del contrato de trabajo, definidos en el artículo 61 del C.S.T., al igual que unas justas causas, tanto por parte del empleador, como por parte del trabajador, descritas en el artículo 7 del Decreto 2351 de 1965, incorporadas en los artículos 62 y 63 (lit. h. 61) de la obra sustantiva laboral.

Concretamente, en el sub-examine, si como lo arguyó la a-quo, que la finalización del nexo laboral obedeció al vencimiento de su duración (art. 61-c), para lograr este cometido ha debido extenderse, previamente, al trabajador, el preaviso de que trata el artículo 46 de la misma obra sustantiva del trabajo, y como tal preaviso brilla por su ausencia, la demandada se hace merecedora al pago de dos meses de salario, igual al de la duración del último contrato (núm.1), esto es, a razón de $37.732,33 diarios, que por 60 días, equivalen a la suma de $2.263.929. En tal sentido se revocará parcialmente la sentencia.

VII- En lo que atañe a la indemnización moratoria, conocido es que ésta no opera de manera automática, ni inexorable, por lo que en el recorrido de su examen, el juzgador deberá auscultar las razones que motivaron al no pago de los salarios y prestaciones sociales a la finalización del vínculo laboral, y en caso de haberse acreditado razones atendibles que justificaren el comportamiento omiso del obligado, se exonerará esta condena, en caso contrario, al no visualizarse su buena fe, se impartirá dicha condena.

En el sub-lite, con independencia de que la demandada, hubiese acudido a los servicios del demandante, por temporadas y, no de manera continua, por presuntas razones presupuestales, ello no la eximía de ser efectivamente su empleadora, y como tal, obligada a pagar las prestaciones reclamadas, puesto que, naturalmente nunca faltó la subordinación, para dar paso a la coordinación que alega sin razón la demandada, a juzgar por las tareas elementales a que se comprometió realizar Arboleda Hernández, que en momento alguno ameritaba la suscripción de contratos de prestación de servicios, de suyo reservados a áreas del conocimiento especializadas, presentándose un abuso en la forma empleada, a fin de desconocer al trabajador la justa retribución legal de sus servicios.

Esta Sala en pretéritas ocasiones ha escuchado el clamor de los patronos oficiales cuando se han enfrentado a ex servidores dotados de conocimientos especializados en el ejercicio del cargo al que fueron designados, razón por la cual y dada las circunstancias de cada caso ha admitido la convicción errada, aunque atendible, en el propio empleador de situarse frente a un contratista independiente, caso en el cual se ha abstenido la Sala de fungir condena por concepto de indemnización moratoria. 

No es el evento de aquellos servidores que se han desempeñado en cargos de bajo o muy bajo perfil, frente a los cuales predicar que el ente público estaba asistido de razones legales, para celebrar con ellos el contrato de prestación de servicios con arreglo a la ley 80 de 1993, resultaría un ex abrupto, toda vez que tales cargos no exigen conocimientos especializados y de tal comportamiento patronal no se podría deducir, tampoco, la convicción íntima y sincera de hallarse ante un contratista independiente, cual es lo requerido en orden a pregonar la buena fe capaz de eximir al  empleador del reconocimiento de la comentada indemnización. 

 Así mismo, las situaciones presupuestales, no puede constituirse para la administración en patente de corzo, ni la puerta abierta para contratar personal a través de modalidades revestidas en apariencia contractual distinta al trabajo dependiente, empero, que en la realidad se devela con todas las características de éste, ya que se configuraría no sólo un fraude a la ley, sino también un desequilibrio contractual, en detrimento de los intereses del trabajador, quien de esa manera vería conculcados todos sus derechos mínimos a que en situaciones normales la legislación del trabajo le ha discernido o confiado.

En consecuencia se revocará este segmento de la decisión recurrida y se impondrá el reconocimiento de esta indemnización. Como la demanda fue presentada el 30 de octubre de 2015, es decir, dentro del año siguiente a la terminación del nexo laboral, y el actor devengó más de un salario mínimo legal mensual vigente, la indemnización moratoria consiste en el pago de un salario diario de $37.732,33, por 24 meses contados desde el 22 de noviembre de 2014, suma que asciende a $27`167.278. Y a partir del mes 25, esto es, desde el 22 de noviembre de 2016, deberá el demandado cancelar intereses moratorios a la tasa máxima de créditos de libre asignación, sobre las sumas adeudadas por prestaciones sociales y vacaciones reconocidas en primera instancia.
En cuanto a los aportes a la seguridad social, ningún argumento esbozó la censura para sustentar el recurso, omisión que releva a la Sala para emitir algún pronunciamiento.
En virtud de la prosperidad parcial se revocará parcialmente la sentencia revisada en segundo grado, en orden a acceder a ambas indemnizaciones.
Por lo expresado precedentemente no se condenará en costas en esta instancia al apelante. 

Como corolario de lo expuesto, la Sala Laboral de Decisión No. 3 de la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y en nombre de la Ley,
FALLA
Revoca parcialmente el numeral 4 de la sentencia conocida en apelación. En consecuencia:

1- Condena a la Empresa de Aseo de Pereira S.A. E.S.P. a cancelar en favor del señor Nelson Enrique Arboleda Hernández, a título de indemnización por despido injusto, la suma de $ 2.263.929.
2- Condena a la Empresa de Aseo de Pereira S.A. E.S.P. a cancelar en favor del señor Nelson Enrique Arboleda Hernández, por concepto de indemnización moratoria prevista en el artículo 65 del C.S.T, un salario diario equivalente a  $37.732,33, por 24 meses contados desde el 22 de noviembre de 2014, suma que asciende a $27`167.278. A partir del mes 25, esto es, desde el 22 de noviembre de 2016, a cancelar los intereses moratorios a la tasa máxima de créditos de libre asignación, sobre las sumas adeudadas por prestaciones sociales y vacaciones reconocidas en primera instancia.


3. Confirma lo demás, incluida las costas.

            4. Sin Condena en costas de segundo grado.  
 Notificación surtida EN ESTRADOS.

El magistrado ponente,
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

Las Magistradas,
OLGA LUCIA HOYOS SEPULVEDA 

 ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN      
Alonso Gaviria Ocampo              

Secretario
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